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1.  Proyecto de Excelencia de la Junta de Andalucía (PROYEXCEL_00903) «La Nueva Seguridad
Pública, Derecho Administrativo Sancionador y Estado de Derecho en Europa» (2022-2025).
Proyecto del Ministerio de Ciencia e Innovación PID2022-138118NB-I00 «La Administración
sancionadora de la Unión Europea», MCIN/AEI 10.13039/501100011033/FEDER, UE. Grupo de
Investigación SEJ-196.

I.

1.

I

Derecho Administrativo sancionador (2025)  1 

TERESA ACOSTA PENCO

ANTONIO BUENO ARMIJO

MIGUEL LEÓN ACOSTA

CARMEN MARTÍN FERNÁNDEZ

MANUEL REBOLLO PUIG

CONCEPTO DE SANCIÓN ADMINISTRATIVA

ES SANCIÓN LA EXCLUSIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN LOS
PROCEDIMIENTOS DE ADJUDICACIÓN O DE EJECUCIÓN DE LOS
FONDOS DE LA UNIÓN EUROPEA POR INCUMPLIMIENTOS
CONTRACTUALES PREVIOS

La Comisión Europea adjudicó a un consorcio, formado por dos sociedades, un
contrato público de obras. Tras la celebración del contrato y su ejecución, se detectaron
6.757 defectos derivados de las obras ejecutadas en virtud del contrato, la mayoría de
ellas responsabilidad exclusiva del consorcio y algunas de ellas responsabilidad con-
junta del consorcio y la Comisión, debido a defectos de diseño. A la vista de este cum-
plimiento defectuoso, la Comisión excluyó a TP, una de las sociedades del consorcio,
por un lado, de la participación en los procedimientos de adjudicación regulados por el
Reglamento financiero de la Unión y, por otro lado, de la posibilidad de ser seleccionada
para la ejecución de los fondos de la Unión Europea.

Para la STG de 18 de diciembre de 2024, TP/Comisión, as. T-776/22 (ECLI:EU:T:
2024:908), estas medidas constituyen sanciones administrativas. A tal efecto, y tras
recordar que esta regulación ya se encontraba prevista en el Reglamento Financiero
2002, señala que «el régimen autónomo de sanciones previsto en el Reglamento
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2.

Financiero persigue, desde su establecimiento, objetivos específicos de interés
general, que son distintos de la correcta ejecución del contrato o de la protección y
la indemnización de las partes del contrato que un régimen de responsabilidad con-
tractual pretende garantizar. Se trata, como se indicaba en el considerando 25 del
Reglamento Financiero 2002, de prevenir las irregularidades, luchar contra el fraude
y la corrupción y fomentar una gestión saneada y eficaz» (ap. 59). De igual forma,
apunta que el «Tribunal de Justicia ha declarado que la sanción de exclusión esta-
blecida por el Reglamento Financiero 2018 es principalmente punitiva» (ap. 72), pues
así se afirma, obiter dictum, en la STJUE de 30 de mayo de 2024, Vialto Consulting/
Comisión, as. C-130/23 (ECLI:EU:C:2024:439), ap. 31, de la que nos ocuparemos en
otro epígrafe.

ES SANCIÓN EL DECOMISO DE MERCANCÍAS IMPORTADAS
ILEGALMENTE EN LA UNIÓN

En el n.o 232 de esta Crónica dimos cuenta de la STJUE de 10 de noviembre de
2022, DELTA STROY 2003, as. C-203/21 (ECLI:EU:C:2022:865), en la que el TJUE
establecía las diferencias entre el decomiso de cantidades de dinero y la multa y parecía
excluir la naturaleza sancionadora de aquel. Sin resultar categórica, la STJUE de 19 de
diciembre de 2024, Sistem Lux, as. ac. C-717/22 y C-372/23 (ECLI:EU:C:2024:1041),
parece ahora apuntar en sentido contrario y decantarse por la naturaleza punitiva del
decomiso.

En los hechos, la Administración aduanera búlgara descubrió varios paquetes de
perfiles de aluminio (habitualmente utilizados para la fabricación de puertas y ventanas
de aluminio) que habían sido introducidos en territorio aduanero de la Unión por un
transportista serbio sin declararlo. Tras la tramitación oportuna, se impuso a la
empresa responsable una multa por contrabando aduanero y el decomiso de las mer-
cancías en beneficio del Estado. La sentencia parte de la premisa, como en tantos otros
sectores, de que «a falta de armonización, por el código aduanero de la Unión, de las
sanciones aplicables en caso de incumplimiento de las disposiciones de este código,
los Estados miembros son libres de acumular sanciones administrativas, como las
controvertidas en los litigios principales, siempre que respeten la exigencia de pro-
porcionalidad» (ap. 66). Sentado lo anterior, la sentencia considera que ,«habida cuenta
del objetivo perseguido por la legislación aduanera de impedir la importación ilegal en
la Unión de mercancías no pertenecientes a la Unión y de luchar contra el fraude
garantizando la correcta recaudación de los derechos de importación para proteger los
intereses financieros de la Unión, el decomiso, como sanción adicional, de esas mer-
cancías, cuando pertenezcan a una persona a la que sea imputable una infracción del
código aduanero de la Unión, parece proporcionada, al tiempo que permite disuadir a
los operadores de que se trate de incumplir las obligaciones resultantes de dicho código
e impedir que puedan obtener de ello un beneficio» (ap. 66).
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NO ES SANCIÓN LA PUBLICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN SANCIONADORA
DE EXCLUSIÓN DE UN OPERADOR ECONÓMICO DE LA PARTICIPACIÓN
EN LOS PROCEDIMIENTOS DE ADJUDICACIÓN DE CONTRATOS
PÚBLICOS DE LA UNIÓN EUROPEA

Como forma de proteger los intereses financieros de la Unión, el artículo 106 del
Reglamento n.o 966/2012, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto gene-
ral de la Unión, preveía la posibilidad de sancionar a los contratistas de los órganos de
la Unión Europea por diversas conductas, incluyendo el fraude, la corrupción o la obs-
trucción a las actividades de investigación y comprobación de la OLAF, con sanciones
que podían consistir en la exclusión por un período de hasta cinco años de los proce-
dimientos de contratación pública y concesión de subvenciones, así como en una san-
ción pecuniaria. El mismo artículo 106, en su apartado 16, preveía adicionalmente la
posibilidad de publicar la decisión sancionadora, «con el fin de reforzar, en caso nece-
sario, el efecto disuasorio de la exclusión y/o sanción pecuniaria».

Aunque no se pronuncia de manera terminante, la STJUE de 30 de mayo de 2024,
Vialto Consulting/Comisión, as. C-130/23 (ECLI:EU:C:2024:439), parece rechazar la
naturaleza sancionadora de la decisión por la que se acuerda la publicación de la san-
ción. En primer lugar, el TJUE considera que del tenor del art. 106 del Reglamento
n.o 966/2012, «se desprende claramente que la sanción de exclusión y la medida de
publicación son dos medidas distintas, y que la Comisión puede adoptar la medida de
publicación cuando lo considere necesario para reforzar el efecto disuasorio de la san-
ción de exclusión de un operador económico de la participación en los procedimientos
de adjudicación de contratos públicos» (ap. 29). De ello se deduciría que «estas dos
medidas no son equivalentes en sus efectos, ya que la sanción de exclusión es princi-
palmente punitiva, mientras que la medida de publicación persigue más bien un obje-
tivo disuasorio y de prevención, [sin perjuicio de lo cual] siguen siendo no obstante
complementarias, ya que están orientadas hacia el mismo objetivo». En sentido similar
parece apuntar también la STG de 2 de octubre de 2024, VC/EU-OSHA (Exclusion des
marchés publics sur le fondement d’une décision administrative nationale suspendue), as.
T-126/23 (ECLI:EU:T:2024:666), ap. 150.

NO ES SANCIÓN LA RECUPERACIÓN DE LA VENTAJA ECONÓMICA
ILÍCITAMENTE OBTENIDA, AUNQUE SE CALCULE A TANTO ALZADO

Una entidad de crédito austríaca sujeta a la supervisión prudencial directa del
Banco Central Europeo (BCE), incurrió en una infracción de la normativa bancaria
europea consistente en la superación del límite máximo de exposición a un único
cliente. Por tales hechos, el 15 de febrero de 2019, el BCE adoptó una primera decisión
imponiéndole una sanción de multa de 630.000 euros. Más de dos años después, con
fecha de 2 de agosto de 2021, el BCE adoptó también otra decisión por la que imponía
a la misma entidad la obligación de pagar lo que la normativa aplicable (en este caso,
la austriaca) llamaba «intereses compensatorios», establecidos como un porcentaje del
2% aplicado al exceso de exposición en que incurrió, lo que en el caso suponía un
importe de 2.120.926,08 euros. A juicio de la entidad sancionada, esta segunda medida
podría constituir una nueva sanción, especialmente si se atiende a que, al calcularse
su importe a tanto alzado, iba más allá de la privación de la ventaja económica obtenida
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por la comisión de la infracción. En consecuencia, ante la posibilidad de que pudiera
constituir una nueva sanción por los mismos hechos y ante el riesgo de que se pudiera
haber vulnerado el principio non bis in idem, la STG de 28 de febrero de 2024, Sber/
BCE, as. T-647/21 y T-99/22 (ECLI:EU:T:2024:127), se ve precisada a pronunciarse
acerca de su posible carácter sancionador, que rechaza.

Para controlar si el BCE ha interpretado y aplicado correctamente las normas apli-
cables al ámbito bancaria, el TG se atiene a la jurisprudencia nacional

El peculiar sistema de fuentes aplicable en el ámbito bancario europeo da lugar a
que, en ocasiones como esta, el BCE deba aplicar normas nacionales. Debido a ello,
para controlar si el BCE ha interpretado y aplicado correctamente tales normas, el TG
se atiene, en buena medida, a la jurisprudencia emanada de los órganos jurisdiccionales
nacionales. En este caso, la jurisprudencia del Verfassungsgerichtshof (Tribunal Cons-
titucional, Austria) y del Verwaltungsgerichtshof (Tribunal Supremo de lo Contencioso-
Administrativo, Austria), que han considerado que estos «intereses compensatorios»
deben calificarse «de medidas prudenciales sin carácter punitivo» (ap. 38). En con-
creto, el TG señala que el Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo
«declaró [en una sentencia de 1999] que «ni el objetivo y la naturaleza de la sanción,
ni la naturaleza o alcance de su gravedad […] determinan que el presente asunto esté
comprendido en el ámbito del Derecho penal». A este respecto, señaló que los inte-
reses compensatorios se aplicaban «sin examinar la culpa», y que tenían por objeto
«garantizar el buen funcionamiento de un sistema bancario que ofrezca una protección
suficiente de los acreedores, garantizando la liquidez de las entidades de crédito y
limitando los riesgos en la concesión de créditos», previendo, para los excesos de los
límites aplicables a las grandes inversiones, una contribución «que esté vinculada al
exceso de los límites y que compense la ventaja económica obtenida indebidamente
de dicho exceso» (ap. 39). Este último motivo, que el TG identifica con «la obligación
de devolver una ventaja indebidamente percibida a través de una irregularidad» (ap.
41), es el que resulta determinante para que el TG acepte la interpretación nacional y
rechace la naturaleza punitiva de la medida adoptada por el BCE.

NO ES SANCIÓN EL REINTEGRO DE SUBVENCIONES, AUNQUE ESTE NO
SE IMPONGA AL BENEFICIARIO, SINO A SU REPRESENTANTE QUE
FACILITÓ INTENCIONADAMENTE INFORMACIÓN FALSA PARA
OBTENERLA

La Oficina de Información y Registro Agrícola de Estonia detectó tres fraudes de
subvenciones que dieron lugar a que se abonaran indebidamente 143.737,38 € a la
sociedad X. Los órganos judiciales estonios declararon la existencia del fraude e impu-
sieron la obligación de pagar las cantidades indebidamente percibidas al señor RM y a
su esposa, la señora EM, quienes actuaban como gerente y apoderados de la sociedad.
El Tribunal Supremo estonio eleva una cuestión prejudicial ante las dudas que le
genera esta derivación de responsabilidad, su naturaleza jurídica y el respeto al prin-
cipio de seguridad jurídica.

En respuesta a dicha cuestión, la STJUE de 29 de febrero de 2024, Eesti Vabariik
(Põllumajanduse Registrite ja Informatsiooni Amet), as. C-437/22 (ECLI:EU:C:
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2024:176), recuerda que «de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende
que, en el marco de la PAC, cuando el legislador de la Unión establece requisitos de
admisibilidad para la concesión de una ayuda, la exclusión provocada por la inobser-
vancia de alguno de esos requisitos no constituye una sanción, sino la mera conse-
cuencia de la inobservancia de los referidos requisitos legalmente establecidos (…),
De este modo, la obligación de restituir una ventaja indebidamente percibida a través
de una práctica irregular no viola el principio de legalidad. En efecto, la constatación
de que las condiciones exigidas para la obtención de la ventaja resultante del Derecho
de la Unión fueron creadas artificialmente hace que la ventaja percibida fuera en cual-
quier caso indebida y justifica, por consiguiente, la obligación de restituirla» (aps.
56-57). En coherencia con ello, el artículo 4.4 del Reglamento n.o 2988/95 dispone
expresamente que la obligación de reembolsar la ayuda indebidamente percibida no
será considerada como sanción.

A lo anterior, que ya era pacífico, se añade ahora que, de conformidad con el art. 7
del Reglamento n.o 2988/95, «el reembolso de la ayuda también puede incumbir a las
personas que hayan participado en la realización de la irregularidad de que se trate. De
ello resulta que personas como aquellas de que se trata en el litigio principal, que (…)
han facilitado intencionadamente información falsa para obtener una ayuda financiada
por el Feader, deben, por tanto, contar con que se les pueda solicitar la devolución de
dicha ayuda. Por consiguiente, el hecho de solicitar a esas personas la devolución de
tal ayuda percibida indebidamente no vulnera el principio de seguridad jurídica» (aps.
61-62).

NO ES SANCIÓN LA OBLIGACIÓN DE DEVOLVER LOS IMPORTES
PERCIBIDOS COMO PAGO DE UN CONTRATO CUANDO SE OBTUVO
MEDIANTE IRREGULARIDADES SUSTANCIALES O FRAUDE

La Unión adjudicó dos contratos públicos a un consorcio y, como resultado, celebró
con su sociedad coordinadora dos contratos durante los años 2006 y 2008, respectiva-
mente. El primer contrato, por un valor máximo de 4.410.000 €, tenía por objeto la
prestación de asistencia técnica a las autoridades ucranianas para aproximar el Dere-
cho ucraniano al Derecho de la Unión. El segundo, por un valor máximo de
1.999.125 €, consistía en prestar servicios de asistencia técnica al Alto Consejo Judicial,
en Serbia. Sin embargo, a raíz de una serie de denuncias anónimas contra la sociedad
coordinadora, la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) investigó y con-
cluyó la existencia de irregularidades graves y posibles actos de corrupción atribuibles
a aquella en la licitación de ambos contratos. Por tal motivo, la OLAF recomendó la
rescisión de los dos contratos, cuyo cumplimiento había sido suspendido entretanto,
así como la reclamación de los importes abonados indebidamente. Sobre la base de
estos informes de la OLAF, la Comisión dictó varias decisiones en las que, por un lado,
declaraba que la sociedad coordinadora había incurrido en irregularidades sustanciales
durante los procedimientos de adjudicación de los dos contratos y que todos los pagos
efectuados habían sido abonados indebidamente, por lo que debían recuperarse y en
las que, por otro lado, declaraba a PB, administrador de la sociedad coordinadora, res-
ponsable solidario junto a esta del pago de tales importes. Todo ello, únicamente sobre
la base del artículo 4 del Reglamento n.o 2988/95, que establece que «toda irregularidad
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dará lugar a la retirada de la ventaja obtenida indebidamente», y del artículo 7 de la
misma norma, que establece que estas medidas «podrán también aplicarse a las per-
sonas que hayan participado en la realización de la irregularidad, así como a las obli-
gadas a responder de la irregularidad o a evitar que sea cometida».

Ante el posible carácter sancionador de estas decisiones y la posible insuficiencia
de la base normativa en la que se apoyó la Comisión, la STJUE de 4 de octubre de 2024,
Comisión/PB, as. C-721/22 (ECLI:EU:C:2024:836), ap. 46, afirma tajante que «como
ha declarado reiteradamente el Tribunal de Justicia en el marco de la PAC y de la
política comercial común, la obligación de devolver una ventaja indebidamente obte-
nida mediante una práctica irregular no constituye una sanción para la que sea nece-
saria una base legal clara y exenta de ambigüedad, distinta del Reglamento n.o 2988/95,
sino que es la mera consecuencia de la constatación de que las condiciones exigidas
para la obtención del beneficio resultante de la normativa de la Unión fueron creadas
artificialmente, lo que hace que la ventaja obtenida fuera indebida y justifica, por con-
siguiente, la obligación de devolverla». En consecuencia, «el Tribunal de Justicia ya ha
admitido que una medida administrativa consistente en recuperar de un operador la
ventaja de la que se había beneficiado indebidamente pueda adoptarse únicamente
sobre la base del artículo 4 del Reglamento n.o 2988/95» (ap. 48).

De especial interés resulta la contraposición que la misma sentencia realiza con
las sanciones que podrían preverse por los mismos hechos y a las que se refiere el
artículo 5 del Reglamento n.o 2988/95, para las que sí se exigiría una tipificación propia
y distinta. En efecto, «si el artículo 5 del Reglamento n.o 2988/95 no puede aplicarse
directamente a un operador económico que haya cometido una irregularidad, en el
sentido del artículo 1, apartado 2, de dicho Reglamento, es precisamente porque la
imposición de sanciones administrativas, tal como la autoriza el citado artículo 5, está
sujeta, por su parte, al principio de legalidad penal» (ap. 55).

NO ES SANCIÓN EL PAGO DE LOS INTERESES DE DEMORA
CORRESPONDIENTES A UN DERECHO ANTIDUMPING NO ABONADO

La administración aduanera rumana detectó que, entre 2016 y 2017, la empresa
Network One importó en Rumanía diversos tipos de bicicletas procedentes de China.
No obstante, Network One mintió con relación a su origen a fin de no pagar los derechos
antidumping que, de otro modo, debería haber abonado. Detectado el fraude, la admi-
nistración aduanera impuso en 2019 a Network One el pago de un derecho antidumping
por un importe de 1.739.090 leus rumanos (aproximadamente 366.896 €), así como los
intereses de demora generados desde el momento en que debía haberse producido el
pago de dicho derecho antidumping, por un importe total de 183.209 leus rumanos
(aproximadamente 38.652 €).

Los intereses de demora tienen por objeto paliar las consecuencias derivadas del
incumplimiento de un plazo de pago, no tienen carácter sancionador

La STJUE de 5 de diciembre de 2024, Network One Distribution, as. C-506/23
(ECLI:EU:C:2024:1003), apartados 31-32, descarta que la exigencia del cobro de los
intereses tenga carácter sancionador, pues considera que «la finalidad de los intereses
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de demora consiste en paliar las consecuencias derivadas del incumplimiento del plazo
de pago y, concretamente, en evitar que el deudor de la deuda aduanera obtenga una
ventaja indebida por el hecho de mantener en su poder los importes debidos por este
concepto más allá del plazo señalado para su pago (…) Así pues, los intereses de
demora tienen por objeto paliar las consecuencias derivadas del incumplimiento de un
plazo de pago y compensar las ventajas que el operador económico obtiene indebida-
mente de la demora en el pago de una deuda fiscal, y no sancionar tal demora».

NO SON SANCIONES LAS CORRECCIONES FINANCIERAS ADOPTADAS
POR LA COMISIÓN CONTRA LOS ESTADOS MIEMBROS EN EL MARCO DE
LOS PROCEDIMIENTOS DE LIQUIDACIÓN DE FEAGA Y FEADER

Los procedimientos de liquidación de cuentas del Fondo Europeo de Garantía
Agraria (FEAGA) y del Fondo Europeo de Desarrollo Rural (FEADER) prevén la
posibilidad de que la Comisión pueda imponer correcciones financieras a aquellos
Estados miembros en los que se hayan detectado irregularidades en la gestión de tales
fondos. Con ello, se intenta evitar que los fondos europeos se utilicen para fines que
no son los previstos normativamente. En particular, las Directrices para calcular las
correcciones financieras establecen que, cuando la Comisión constate que la aplicación
por el Estado miembro de un sistema de control está ausente o presenta graves defi-
ciencias y hay indicios de irregularidad y de negligencia generalizadas en la lucha con-
tra las prácticas irregulares o fraudulentas, podrá imponer una corrección financiera a
tanto alzado equivalente al 25% de los fondos afectados, que podría llegar incluso al
100%. Al tratarse de un cálculo a tanto alzado, es posible que la Comisión reclame al
Estado miembro afectado una cantidad mayor que aquella que realmente haya podido
ser defraudada, lo que permitiría legítimamente plantearse el carácter punitivo del
exceso.

A pesar de ello, y reiterando una consolidada jurisprudencia, la STG de 18 de enero
de 2023, Rumanía/Comisión, as. T-33/21 (ECLI:EU:T:2023:5), ap. 127, recuerda «que
una corrección adoptada por la Comisión con arreglo a las Directrices para calcular las
correcciones financieras pretende evitar que se carguen a los fondos importes que no
se hayan destinado a la financiación de un objetivo perseguido por la normativa de la
Unión en cuestión y que tal corrección no constituye una sanción».

NO SON SANCIONES LAS MEDIDAS RESTRICTIVAS ADOPTADAS EN EL
MARCO DE LA POLÍTICA EXTERIOR Y DE SEGURIDAD COMÚN

Debido a la intensificación de la violación de los derechos humanos y la represión
ejercida contra los opositores al régimen del presidente Lukashenko tras las eleccio-
nes presidenciales de 9 de agosto de 2020, el Consejo de la UE adoptó un Reglamento
imponiendo nuevas medidas restrictivas contra el presidente Lukashenko y todas
aquellas personas, entidades u organismos responsables de graves violaciones de los
derechos humanos o de la represión contra la sociedad civil y la oposición democrática
en Bielorrusia. Entre los destinatarios de tales medidas se incluyó a Belaeronavigat-
sia, empresa estatal bielorrusa encargada de la regulación del espacio aéreo y de la
asistencia al tráfico aéreo. Esta inclusión se debió a que, el 23 de mayo de 2021, cuando
atravesaba el espacio aéreo bielorruso, Belaeronavigatsia ordenó el desvío del vuelo
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de Ryanair FR4978, que hacía la ruta Atenas-Vilna, al aeropuerto de Minsk bajo el falso
pretexto de una amenaza terrorista a bordo y con el único objeto de detener en tierra
al periodista de la oposición Raman Pratasevich y a su novia Sofia Sapega, como de
hecho ocurrió. La medida adoptada por el Consejo contra Belaeronavigatsia consistió
en la inmovilización de todos sus capitales y recursos económicos en suelo de la Unión
Europea.

La STG de 15 de febrero de 2023, Belaeronavigatsia/Consejo, as. T-536/21
(ECLI:EU:T:2023:66), niega que este tipo de medidas, en general, y la inmovilización
de activos acordada contra Belaeronavigatsia, en particular, constituyan una sanción,
puesto que su finalidad no es represiva, sino que «dichas medidas tienen por objeto
presionar al régimen del presidente Lukashenko para que ponga fin a las violaciones
de los derechos humanos y a la represión ejercida contra la sociedad civil y la oposición
democrática» (ap. 29). A juicio del Tribunal, «las medidas restrictivas no constituyen
medidas punitivas que requieran demostrar un elemento intencional por parte del
autor de los actos o actividades de que se trate. En efecto, la inmovilización de capitales
y de recursos económicos impuesta a la demandante no constituye una sanción admi-
nistrativa ni está comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 49, apartado 1,
primera frase [CDFUE]» (aps. 32-33). Así lo abonarían, entre otros argumentos quizás
menos relevantes, el hecho de que «ninguna disposición del Derecho de la Unión con-
fiere una connotación penal a las medidas restrictivas consistentes en la inmovilización
de capitales y de recursos económicos adoptadas contra una persona, entidad u orga-
nismo sobre la base de las disposiciones relativas a la PESC» (ap. 34) y la circunstancia
de que «los efectos de estas disposiciones están limitados en el tiempo y son revoca-
bles» (ap. 36).

Confirma también que estas medidas restrictivas no tienen carácter punitivo, aun-
que como mero obiter dictum, la STG de 8 de marzo de 2023, Assaad/Consejo, as.
T-426/21 (ECLI:EU:T:2023:114), ap. 247.

TIPICIDAD

ADMISIÓN DE INTERPRETACIÓN EXTENSIVA DEL TIPO EN CUANTO A
LA DELIMITACIÓN DEL SUJETO ACTIVO

El art. 111.2.b) 8ª de la Ley del Medicamento dice que es infracción grave «incum-
plir, el director técnico y demás personal, las obligaciones que competen a sus cargos».
Sancionado por este precepto el titular de una oficina de farmacia, alega que él no entra
en la alusión al «director técnico y demás personal» y que se ha hecho una aplicación
analógica de la norma que está proscrita por el art. 27.4 de la Ley 40/2015. Cuenta con
el argumento de que en esa Ley solo se habla de director técnico al regular las enti-
dades de distribución y que cuando regula las oficinas de farmacia se refiere al «far-
macéutico». Pese a ello, para la STS 1834/2024, de 18 de noviembre (ECLI:ES:TS:
2024:5563) no hay ahí una aplicación analógica sino una «interpretación de la norma
en atención a la finalidad regulatoria de lograr un uso racional de los medicamentos».
Así, «los farmacéuticos, como titulares de las oficinas de farmacia y en el ámbito del
uso racional de los medicamentos en esas oficinas, son los responsables máximos de
la dispensación de medicamentos a los ciudadanos, responsabilidad que alcanza a los
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actos que puedan realizar sus colaboradores». Así hasta concluir que «el art. 111.2.b)
8ª del (…) Texto Refundido de la Ley de garantía y uso racional de los medicamentos
y productos sanitarios, permite sancionar al farmacéutico titular (de la) oficina de far-
macia, en su consideración de director técnico de la oficina cuando el incumplimiento
de las obligaciones de que se trate no esté regulado de manera independiente». Sin-
toniza con la STS 1649/2032, de 11 de diciembre, a la que cita y de la que dimos noticia
en la crónica del n.o 234.

ADMISIÓN DE LAS INTERPRETACIONES JURISPRUDENCIALES
NOVEDOSAS DEL TIPO CUANDO SEAN RAZONABLEMENTE
PREVISIBLES

La Comisión Europea impuso dos sanciones de multa de algo más de treinta millo-
nes de euros a las empresas farmacéuticas Cephalon y Teva por considerar contrario
a la competencia una transacción extrajudicial acordada entre ambas por la que la
segunda se abstenía de producir y comercializar un medicamento (modafinilo) cuya
protección mediante patentes era discutible. En el momento en que se celebró el
acuerdo, ni la Comisión Europea ni el TJUE se habían pronunciado sobre la licitud de
este tipo de acuerdos, cuya naturaleza resultaba muy controvertida. En atención a ello,
las sancionadas consideran que no podían razonablemente prever, en el momento en
que se cometió la presunta infracción, que el comportamiento controvertido infringiría
el Derecho de la competencia de la Unión, por lo que las sanciones impuestas vulne-
rarían, entre otros, el principio de seguridad jurídica y el principio nullum crimen nulla
poena sine lege.

Remitiéndose a la STJUE de 25 de marzo de 2021, Lundbeck/Comisión, as.
C-591/16 P, de la que dimos noticia en el n.o 213 de esta Crónica, la STG de 18 de
octubre de 2023, Teva Pharmaceutical Industries y Cephalon/Comisión, as. T-74/21
(ECLI:EU:T:2023:651), rechaza estos motivos de impugnación y estima que «una
empresa puede ser sancionada por un comportamiento comprendido en el ámbito de
aplicación del artículo 101 TFUE, apartado 1, siempre que no pudiese ignorar que su
comportamiento era contrario a la competencia, tuviera o no conciencia de infringir las
normas sobre competencia del Tratado. Así pues, basta con que dicha empresa pudiera
determinar que su comportamiento tenía carácter contrario a la competencia a la vista
del artículo 101 TFUE, apartado 1» (ap. 280). De este modo, «aunque los principios de
seguridad jurídica y de legalidad de las penas establecen que la legislación de la Unión
debe ser clara y precisa, con el fin de que las personas afectadas puedan conocer sin
ambigüedad los derechos y obligaciones que derivan de esta y adoptar las medidas
oportunas en consecuencia, no pueden interpretarse en el sentido de que prohíban la
clarificación gradual de las reglas de la responsabilidad penal mediante interpretacio-
nes jurisprudenciales, siempre y cuando estas sean razonablemente previsibles (ap.
281)».

En el caso enjuiciado, el Tribunal General constata «que el acuerdo de transacción
tenía por objeto excluir, al menos temporalmente, a Teva de los mercados del moda-
finilo como competidora de Cephalon. Pues bien, los acuerdos de exclusión del mercado
son una forma extrema de reparto del mercado y de limitación de la producción que el
artículo 101 TFUE, apartado 1, prohíbe expresamente. Por consiguiente, las deman-
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dantes no podían ignorar que celebrar el acuerdo de transacción, en la medida en que
contenía cláusulas de no competencia y de no impugnación, era problemático a la luz
del Derecho de la competencia de la Unión» (aps. 282-283).

La STJUE de 27 de junio de 2024, Servier y otros/Comisión, as. C-201/19
(ECLI:EU:C:2024:552), aps. 396-390, dictada en relación con un asunto sustancial-
mente idéntico, confirma íntegramente esta jurisprudencia del Tribunal General.

Acaso cabría considerar afectado el principio de irretroactividad de las normas
sancionadoras desfavorables que también se aplica a los nuevos criterios de interpre-
tación como de inmediato se verá. Pero no es ese el planteamiento de estas sentencias.

IRRETROACTIVIDAD IN PEIUS Y RETROACTIVIDAD IN BONUS

ESTÁ PROHIBIDA LA APLICACIÓN DE CRITERIOS INTERPRETATIVOS
JURISPRUDENCIALES PERJUDICIALES SENTADOS DESPUÉS DE LA
ACCIÓN INFRACTORA

La CNMC impuso una multa a Cellnex Telecom que fue anulada por STS de 23
de abril de 2015, sentencia que ordenaba a la propia CNMC que determinara el
importe de la multa ciñéndose a lo establecido en el artículo 10 de la Ley 16/1989
de Defensa de la Competencia, sin que para la cuantificación de la multa pudieran
seguirse las pautas establecidas en la Comunicación de la Comisión Nacional de la
Competencia de 6 de febrero de 2009. En ejecución de esa sentencia, la CNMC dictó
el 29 de septiembre de 2016 nueva resolución que fijó la multa en 18.715.500 €.
Contra ella recurrió Cellnex y su recurso fue desestimado por a AN. Contra la SAN
interpuso casación, que la STS 1648/2024, de 18 de octubre (ECLI:ES:TS:
2024:5163), estima por haberse vulnerado la prohibición de retroactividad de las
normas sancionadoras desfavorables y ordena que se dicte nueva resolución aten-
diendo al volumen de ventas correspondiente al ejercicio de 2008. Lo que según esta
STS se había aplicado retroactivamente es un criterio interpretativo sobre lo que
significaba la expresión «volumen de ventas» del art. 10 LDC de 1989. Y esto lo
considera contrario a la prohibición de retroactividad de las normas sancionadoras
desfavorables. Es así porque se ha aplicado «un criterio jurisprudencial (…) que no
se había fijado en el momento de la comisión de los hechos, ni al adoptarse la reso-
lución sancionadora originaria, en la medida que supone una aplicación retroactiva
de una doctrina sentada con posterioridad…».

Pudiera verse quizá alguna discordancia con lo aceptado por la STJUE de 27 de
junio de 2024, Servier y otros/Comisión, as. C-201/19 y la STG de 18 de octubre de 2023,
Teva Pharmaceutical Industries y Cephalon/Comisión, as. T-74/21, antes reseñadas.

ES OBLIGADA LA RETROACTIVIDAD DE LAS NORMAS FAVORABLES
QUE HAN DE INTEGRARSE CON LA SANCIONADORA

El Comité Gallego de Justicia Deportiva impuso una sanción de inhabilitación para
ocupar cargos federativos por tres meses. Ello por entender cometida la infracción del
art. 116.k) de la Ley de Deporte de Galicia: «El incumplimiento (…) de los reglamentos
y estatutos federativos». En concreto, lo vulnerado fue el art. 8.4 de los Estatutos de
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la Federación Gallega de Kinkboxing. Pero este precepto fue derogado después de
cometerse la infracción. Ante ello, la STS 1852/2024, de 20 de noviembre
(ECLI:ES:TS:2024:5939), dice:

Después refuerza su conclusión con cita de la STS de 22 de febrero de 1988
(ECLI:ES:TS:1988:1144 y 15588).

No fue óbice para anular la sanción el dato de que fue el mismo sancionado quien,
en su condición de Presidente de la Federación, promovió la derogación del precepto
estatutario que había vulnerado.

ANTIJURIDICIDAD

NO CABE SANCIONAR DISCIPLINARIAMENTE A LOS JUECES QUE, POR
LA PRIMACÍA DEL DERECHO DE LA UNIÓN, INAPLIQUEN
JURISPRUDENCIA DE SU TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Como parte de un conflicto de largo aliento entre el TJUE y varios Tribunales
Constitucionales, empeñados en atribuirse la condición de superiorem non recognos-
cens, el Tribunal Constitucional de Rumanía viene considerando que los jueces ruma-
nos que, en virtud del principio de primacía del Derecho de la Unión, inapliquen la
jurisprudencia dictada por él, incurren infracción disciplinaria.

Los órganos jurisdiccionales nacionales no pueden dejar inaplicadas resoluciones del
TC, aun cuando consideren que vulneran el Derecho de la Unión

Manteniendo la misma postura que ya expuso en la STJUE de 22 de febrero de
2022, RS (Effet des arrêts d’une cour constitutionnelle), as. C-430/21 (ECLI:EU:C:
2022:99), la STJUE de 26 de septiembre de 2024, Energotehnica, as. C-792/22
(ECLI:EU:C:2024:788), recuerda que «el juez nacional que haya ejercido la facultad
que le confiere el artículo 267 TFUE, párrafo segundo [presentación de una cuestión
prejudicial al TJUE], debe, en su caso, dejar de lado las valoraciones de un órgano
jurisdiccional nacional superior si, habida cuenta de la interpretación dada por el Tri-
bunal de Justicia, estima que estas no son compatibles con el Derecho de la Unión,
dejando inaplicada, en su caso, la norma nacional que lo obliga a atenerse a las resolu-
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«… la supresión del citado artículo 8.4, durante la sustanciación del procedimiento san-
cionador, determina la desaparición del propio tipo sancionador que está integrado por
<<el incumplimiento>> de los estatutos federativos. De tal manera que si la contra-
vención administrativa muy grave es el incumplimiento al artículo 8.4 de los estatutos
federativos (…), su supresión, aunque formalmente no sea una norma sancionadora,
produce un efecto favorable sobre el entonces denunciado, porque determina la ausencia
de la tipicidad de la conducta desplegada».

«Este principio de la retroactividad de la norma más favorable, por tanto, también resulta
de aplicación (…) cuando lo que se modifica no es la norma sancionadora, estrictamente
considerada, sino la norma que nutre el contenido de un tipo sancionador integrado por
una pluralidad de contravenciones o infracciones no identificadas para cada caso concreto.
De manera que la descripción de conductas típicas, que se consideran dignas de reproche
sancionador, se hace por remisión, en este caso, al incumplimiento de otras normas, sin
cuya vigencia la tipicidad se desvanece».



2.

ciones de dicho órgano jurisdiccional superior», solución que «también es aplicable
cuando un órgano jurisdiccional ordinario está vinculado por una resolución de un tri-
bunal constitucional nacional que dicho órgano jurisdiccional estime contraria al Dere-
cho de la Unión» (aps. 61 y 62). La imposición de sanciones disciplinarias por actuar
así supondría, por tanto, la imposición de un castigo por una actuación que constituye
el normal ejercicio y cumplimiento de sus funciones como jueces de la Unión. Concu-
rre, podríamos decir, la eximente por falta de antijuridicidad del ejercicio legítimo de
un oficio o cargo.

Atendiendo a ello, el TJUE señala que el Derecho de la Unión «se opone a la nor-
mativa de un Estado miembro en virtud de la cual los órganos jurisdiccionales nacio-
nales ordinarios no pueden, so pena de que sus miembros se enfrenten a procedi-
mientos disciplinarios, dejar inaplicadas de oficio resoluciones del tribunal constitu-
cional de ese Estado miembro, aun cuando consideren, habida cuenta de la
interpretación dada por el Tribunal de Justicia, que tales resoluciones vulneran [el
Derecho de la Unión]» (ap. 67 y fallo).

EL SECRETO PROFESIONAL DE LOS ABOGADOS NO PERMITE
SANCIONARLES POR NEGARSE A SUMINISTRAR LA INFORMACIÓN
SOLICITADA POR LA ADMINISTRACIÓN

En aplicación de la Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011,
relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, la Agencia tribu-
taria española solicitó cierta información a la Administración de Impuestos Directos
de Luxemburgo en relación con la sociedad de derecho español K. En ejecución de
dicha solicitud, la Administración luxemburguesa remitió al despacho de abogados F,
constituido como sociedad comanditaria simple en Luxemburgo, un requerimiento
para que facilitase toda la documentación e información disponible sobre los servicios
que había prestado a K en relación con la adquisición de una empresa española y la
participación mayoritaria en otra sociedad también española. La sociedad F respondió
que había actuado como abogada con labores de asesoramiento jurídico del grupo
empresarial al que pertenecía K y que, por lo tanto, no podía comunicar información
relativa a su cliente, por cuanto se encontraba sujeta al secreto profesional. Ante dicha
negativa, y en aplicación de su normativa nacional, la Administración de Impuestos
Directos de Luxemburgo impuso una sanción de multa a F. En concreto, el artículo
177 del Código Tributario luxemburgués establecía que el asesoramiento y la repre-
sentación de un abogado en asuntos fiscales no están amparados, salvo en caso de
riesgo de acciones penales contra el cliente, por el secreto de las comunicaciones entre
los abogados y sus clientes.

Elevada cuestión prejudicial sobre la compatibilidad de la sanción impuesta a F y
la normativa nacional que le sirve de base con el Derecho de la Unión, la STJUE de 26
de septiembre de 2024, Ordre des avocats du Barreau de Luxembourg, as. C-32/23
(ECLI:EU:C:2024:791), reitera, como ya dijo en la STJUE de 8 de diciembre de 2022,
Orde van Vlaamse Balies y otros, as. C-694/20, que el artículo 7 CDFUE consagra el
derecho a la confidencialidad de toda la correspondencia entre particulares y ofrece
una protección reforzada en el caso de los intercambios entre los abogados y sus clien-
tes. En rigor, el artículo 7 CDFUE únicamente establece, bajo el título de «Respeto
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de la vida privada y familiar», que «Toda persona tiene derecho al respeto de su vida
privada y familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones». Sin embargo, la sentencia
recuerda que el artículo 7 CDFUE se corresponde con el artículo 8.1 CEDH (ap. 47)
y que el artículo 52.3 CDFUE obliga a que el TJUE interprete los derechos de la carta
tal y como han sido interpretados por el TEDH, como nivel mínimo de protección (ap.
48). En consecuencia, y dado que de la jurisprudencia del TEDH resulta que el artículo
8.1 CEDH protege la confidencialidad de toda la correspondencia entre particulares y
ofrece una protección reforzada en el caso de los intercambios entre los abogados y
sus clientes, la sentencia concluye que «al igual que esta disposición, cuya protección
abarca no solo la actividad de defensa, sino también el asesoramiento jurídico, el
artículo 7 de la Carta garantiza necesariamente el secreto de ese asesoramiento, tanto
en lo que respecta a su contenido como a su existencia» (ap. 49) y, por lo tanto, «el
asesoramiento jurídico prestado por un abogado goza, cualquiera que sea el ámbito del
Derecho al que se refiera, de la protección reforzada que el artículo 7 de la Carta con-
fiere a las comunicaciones entre los abogados y sus clientes», de lo que se deduce que,
«un requerimiento como el controvertido en el litigio principal constituye una inje-
rencia en el derecho al respeto de las comunicaciones entre los abogados y sus clientes,
garantizado por dicho artículo» (ap. 51).

Dicha injerencia no tendría por qué resultar necesariamente contraria a Derecho,
pues, como recuerda el TJUE, «los derechos consagrados en el artículo 7 de la Carta
no constituyen prerrogativas absolutas, sino que deben considerarse según su función
en la sociedad. En efecto, como se desprende del artículo 52, apartado 1, de la Carta,
esta admite limitaciones del ejercicio de estos derechos, siempre que esas limitaciones
sean establecidas por la ley, respeten el contenido esencial de esos derechos y, dentro
del respeto del principio de proporcionalidad, sean necesarias y respondan efectiva-
mente a objetivos de interés general reconocidos por la Unión o a la necesidad de
protección de los derechos y libertades de los demás» (ap. 62).

Pero en este caso, y tal y como ya había adelantado la Abogada General Kokott en
sus Conclusiones, la normativa luxemburguesa analizada, «al excluir casi íntegramente
de la protección reforzada de la que debe gozar el secreto profesional de los abogados
(…) el contenido del asesoramiento prestado por los abogados en asuntos fiscales, es
decir, en toda una rama del Derecho en la que los abogados pueden asesorar a sus
clientes, vacía de su propia esencia a dicha protección en esa rama del Derecho» (ap.
72). En consecuencia, la sentencia concluye que «una disposición nacional como el
artículo 177 del Código Tributario luxemburgués y la aplicación que se hizo de ella en
el presente asunto mediante el requerimiento controvertido, lejos de limitarse a situa-
ciones excepcionales, vulneran el contenido esencial del derecho garantizado por el
artículo 7 de la Carta debido» (ap. 73). La imposibilidad de sancionar deriva, cabe decir,
del hecho de que los abogados que se nieguen a suministrar esa información están el
ejercicio legítimo de un derecho y que, por tanto, falta la antijuridicidad de la conducta.

EL PLAGIO NO QUEDA CUBIERTO POR LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN,
QUE, POR TANTO, NO EXCLUYE LA ANTIJURIDICIDAD DEL PLAGIO

El señor DD, trabajador de la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión
Europea (FRA), recibió el encargo de su jefe de departamento de preparar una pre-
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sentación sobre la legislación de derechos humanos y la jurisprudencia relativa a la
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión a nivel internacional y de la Unión.
Tras entregarla, se detectó que la presentación era, en gran medida, una copia directa
de varias fuentes, en particular de documentos del Consejo de Europa, a los que no se
hacía referencia en dicha presentación, que el recurrente hizo creer que era resultado
de su propio trabajo. Por estos hechos, se inició contra él un procedimiento discipli-
nario que terminó con la decisión de separación del servicio.

El señor DD recurrió esta decisión alegando, entre otros motivos, que su presen-
tación y el modo en que la había preparado se encontraban amparados por su derecho
a la libertad de expresión, por lo que no podía ser sancionado. La STJUE de 12 de
diciembre de 2024, DD/FRA, as. C-680/22 (ECLI:EU:C:2024:1019) rechaza tan abra-
cadabrante argumento señalando, en primer lugar, que «el comportamiento imputado
al recurrente consistía en presentar de manera deliberada un documento como fruto
de su propio trabajo, cuando en realidad era en gran parte el resultado de una copia,
en la medida en que, a diferencia de una cita, por un lado, no había habido interacción
alguna entre la presentación controvertida y los documentos copiados y, por otro lado,
los pasajes copiados no aparecían claramente, en la mencionada presentación, como
elementos ajenos a ella. Estas consideraciones (…) ponen claramente de manifiesto
que el recurrente no fue sancionado por haber expresado una opinión personal o dis-
cordante en la presentación controvertida, sino por haber presentado escritos ajenos
como fruto de su propio trabajo sin mencionar sus fuentes» (aps. 66-67). En conse-
cuencia, aun admitiendo que la sanción pudiera incidir en el derecho a la libertad de
expresión del sancionado, la sentencia concluye que «esta limitación del derecho a la
libertad de expresión no puede considerarse excesiva en el caso de autos, puesto que
el recurrente seguía estando en condiciones de expresar libremente sus opiniones en
la presentación controvertida, sin tener no obstante el derecho a presentar el trabajo
ajeno como el resultado de su propio trabajo y sin mencionar sus fuentes» (ap. 68).

RESPONSABLES DE LAS INFRACCIONES

EL PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD PERSONAL SE OPONE A LA
SANCIÓN A UNA ASOCIACIÓN DE EMPRESARIOS POR ADOPTAR UN
ACUERDO CONTRA LA COMPETENCIA Y A LOS MIEMBROS DE SU
ÓRGANO DE GOBIERNO

La Junta Directiva del Colegio Notarial de Lituania adoptó varias normas estable-
ciendo cómo debían calcularse los honorarios de los notarios lituanos en relación con
varios conceptos, eliminando el margen de discrecionalidad del que, hasta ese
momento, gozaban aquellos. El Consejo de la Competencia de Lituania consideró que
dichas normas constituían un acuerdo que restringía la competencia e impuso una
sanción al Consejo Notarial y otras ocho sanciones más, una a cada uno de los miembros
de su Junta Directiva, todos ellos notarios también. Al tratarse de una resolución
nacional, su control judicial correspondió a los órganos nacionales lituanos y, en última
instancia, al Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo de Lituania, que
elevó una cuestión prejudicial exponiendo sus dudas respecto al modo en que el Con-
sejo de la Competencia había aplicado la normativa europea.
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La STJUE de 18 de enero de 2024, Lietuvos notarų rūmai y otros, as. C-128/21
(ECLI:EU:C:2024:49), de gran interés, confirma la consideración de los notarios como
«empresas» y el carácter de «asociación de empresas» del Colegio Notarial a los efec-
tos de las normas de defensa de la competencia de la Unión. Del mismo modo, confirma
que la norma por la que se unificó la forma de calcular los honorarios constituía una
restricción de la competencia prohibida. De este modo, respalda en buena medida la
actuación del Consejo de la Competencia lituano. Sin embargo, y por cuanto más inte-
resa a esta crónica, el TJUE rechaza que pudiera imponerse sanciones simultánea-
mente al Consejo Notarial y a cada uno de los miembros de su Junta Directiva. En
primer lugar, el TJUE aclara que «ni la Junta Directiva ni sus miembros a título indi-
vidual pueden ser considerados responsables de dichas decisiones, que son imputables
únicamente al Colegio Notarial» (ap. 118) y, específicamente, «en cuanto a los notarios
que componen la Junta Directiva del Colegio Notarial, al adoptar las aclaraciones pare-
cen haber actuado únicamente en su condición de miembros de dicha Junta Directiva.
En particular, de los autos no se desprende que dichos notarios participaran de otro
modo en la infracción constatada» (ap. 119). El Consejo de la Competencia justificó la
imposición de estas multas en que era necesario «para garantizar el efecto disuasorio
de las sanciones impuestas por dicha infracción, dado que el Derecho lituano aplicable
en el momento en que se produjeron los hechos del litigio principal no permitía impo-
ner únicamente al Colegio Notarial una multa de un importe suficientemente elevado
para producir tal efecto disuasorio, ya que no preveía la posibilidad de tener en cuenta
el volumen de negocios de los miembros de dicho Colegio a efectos del cálculo de la
multa» (ap. 120). No obstante, la sentencia rechaza tajantemente esta posibilidad, pues
«el principio de responsabilidad personal, que exige que solo se sancione a la entidad
autora de una infracción de las normas de competencia, se opone a tal planteamiento,
ya que los notarios que eran miembros de la Junta Directiva del Colegio Notarial en el
momento en que se adoptaron las aclaraciones no pueden ser considerados coautores
de la infracción constatada por el Consejo de la Competencia en el procedimiento prin-
cipal» (ap. 122).

Sentado lo anterior, la sentencia aclara que las normas de defensa de la compe-
tencia de la Unión ofrecían mecanismos para imponer una sanción disuasoria al Colegio
Notarial por esa infracción, así como para dirigirse contra los miembros de su Junta
Directiva (e incluso contra el resto de sus miembros) en caso de insolvencia de aquel.

EL PRINCIPIO DE PERSONALIDAD DE LAS PENAS OBLIGA A EVALUAR
EL COMPORTAMIENTO DE LOS MIEMBROS DE UN CONSORCIO QUE
COMETE UNA INFRACCIÓN ANTES DE SANCIONARLES
INDIVIDUALMENTE

Así lo declara la STG de 18 de diciembre de 2024, TP/Comisión, as. T-776/22
(ECLI:EU:T:2024:908). En el caso, según ya se ha contado en el epígrafe I.1, la Comi-
sión Europea adjudicó a un consorcio, formado por dos sociedades, un contrato de
obras. Se detectaron 6.757 defectos de las obras ejecutadas, la mayoría de ellas res-
ponsabilidad exclusiva del consorcio y algunas responsabilidad conjunta del consorcio
y la Comisión, debido a defectos de diseño. A la vista de este cumplimiento defectuoso,
la Comisión excluyó a TP, una de las sociedades del consorcio, por un lado, de la par-
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ticipación en los procedimientos de adjudicación regulados por el Reglamento finan-
ciero de la Unión y, por otro lado, de la posibilidad de ser seleccionada para la ejecución
de los fondos de la Unión Europea. Para adoptar esa decisión, la Comisión se basó en
la responsabilidad conjunta y solidaria de TP, como miembro del consorcio, sin tener
en cuenta su comportamiento individual.

No cabe admitir que, en caso de resolución del contrato por deficiencias significativas
o persistentes, el operador económico sea calificado automáticamente de no fiable

La STG de 18 de diciembre de 2024 censura esta forma de proceder y anula la
sanción impuesta por la Comisión, pues estima que «con el fin de respetar el principio
general de personalidad de las penas (…), y sin perjuicio de la posibilidad de que el
legislador de la Unión establezca expresamente una excepción que considere necesaria
y justificada, el juez de la Unión no debe interpretar una disposición del Derecho de la
Unión en el sentido de que permite que pueda adoptarse una medida de exclusión sin
que se haya examinado previamente el comportamiento individual de la persona en
cuestión» (ap. 73). En efecto, «según el Tribunal de Justicia, no cabe admitir que, en
caso de resolución del contrato debido a la existencia de deficiencias significativas o
persistentes durante su ejecución, [un operador económico miembro de una agrupa-
ción a la que se ha adjudicado un contrato público resuelto] sea calificado automática-
mente de no fiable y sea objeto de una exclusión temporal sin que su comportamiento
haya sido evaluado, previamente, de manera concreta e individualizada, a la luz de todos
los elementos pertinentes» (ap. 66).

INFRACCIONES DE LA LEY DE AGUAS: ¿ES RESPONSABLE EL
PROPIETARIO ARRENDADOR O EL ARRENDATARIO?

La CH del Segura impuso al propietario de un terreno sanción por uso no autori-
zado de aguas públicas para el riego: el sancionado alegó diversos vicios, entre ellos la
vulneración del «principio de culpabilidad, ya que la finca la tiene arrendada a otra
persona que es la que hace uso para sus cultivos del agua». La STSJ de la Región de
Murcia 319/2024, de 19 de junio de 2024 (ECLI:ES:TSJMU:2024:1460), estima el
recurso por esta causa: «… se suscita por la actora que la parcela en cuestión la tiene
arrendada a su nuera (…) y si se examina el contenido del citado contrato observamos
que, entre las distintas parcelas catastrales que incluye este se encuentra la que nos
ocupa (…), de ahí que la responsabilidad en cuanto al uso del agua para aquella parcela
recae sobre esta, debiendo de tener en cuenta que el citado contrato, aunque formali-
zado en documento privado de fecha 1 de enero de 2015, la fecha de este hace prueba
respecto de terceros al haberse incorporado a un registro público, en concreto, en fecha
15 de junio de 2015 y su vigencia reconocida por la arrendataria, de ahí que no pueda
imputarse la responsabilidad de esta infracción al recurrente…». Esta solución, que
es la acorde con el principio de responsabilidad personal, no siempre es respetada por
los tribunales. Muestra de ello ofrece la Sentencia del mismo Tribunal 398/2024, de
16 de julio de 2024 (ECLI:ES:TSJMU:2024:1686), que confirmó la sanción impuesta,
también por riego sin autorización, al propietario pese a que tenía arrendad la finca. Si
bien es cierto que en este otro caso no se dio por probado el arrendamiento, esta otra
STSJ de Murcia invoca el art. 116.2 TRLA («La responsabilidad será solidaria cuando
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sean varios los responsables y no sea posible determinar el grado de participación de
cada uno de ellos en la comisión de la infracción») para afirmar que en todo caso el
propietario sería responsable solidario y que, si real y materialmente no fuera respon-
sable de dicha infracción, tendría acción de repetición contra el supuesto arrendatario
por vía civil. Además de que esta declaración no respeta el principio de responsabilidad
personal y de que no cabe declarar responsable (tampoco responsable solidario) a quien
no ha participado en la infracción, es absurdo afirmar que el arrendatario era respon-
sable solidario si no lo había declarado la Administración tras seguir el procedimiento
sancionador también contra éste. Sin esto, esa acción de repetición estaba condenada
al fracaso y, aunque prosperase, eso no es excusa para que la Administración sancione
a quien no ha participado en la infracción por el mero hecho de ser el propietario del
terreno en el que otro la cometió.

SON RESPONSABLES DE LAS INFRACCIONES POR VULNERAR EL
DEBER DE NEUTRALIDAD EN LAS ELECCIONES LAS PERSONAS QUE
OCUPAN LOS CARGOS, NO SUS ADMINISTRACIONES

Así se comprueba en las SSTS 1638 y 1812/2024, de 16 de octubre y de 13 de
noviembre (ECLI:ES:TS:2024:5042 y 5553) que confirman las sanciones impuestas
por la Junta Electoral Central a la Ministra Portavoz del Gobierno y al Presidente de
la Generalidad catalana por vulnerar el art. 50.2 LOREG, aunque este precepto da un
mandato a los «poderes públicos». Es lógico que sea así pues se trata de personas que
instrumentan en su favor (o. más bien, en favor de su formación política) a la Admi-
nistración. Pero, además de que es excepcional que quienes sean titulares de órganos
públicos no imputen la responsabilidad por sus actos a la Administración en la que se
integran, no dejan de producirse confusiones. Por ejemplo, en la primera de las sen-
tencias citadas, para justificar los límites a la libertad de expresión de la sancionada,
se invoca la jurisprudencia que niega esa libertad a «los órganos de los poderes públi-
cos»; y en la segunda sorprendentemente quien recurre no es quien ocupaba la Pre-
sidencia de la Generalidad, sino la Generalidad misma mediante sus servicios jurídicos,
y ello sin que se plantee siquiera una posible falta de legitimación, o sea, en realidad,
como si la sancionada fuese la Generalidad.

SANCIÓN A AYUNTAMIENTO POR VERTIDOS ILEGALES: ANULACIÓN
POR FALTA DE COMPETENCIA DE LOS PEQUEÑOS MUNICIPIOS EN
TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES

La CH del Guadalquivir impuso multa al Ayuntamiento de Alcaraz por hacer ver-
tidos de aguas residuales procedentes de su red de alcantarillado en un cauce público
careciendo de la preceptiva autorización, con daño para el dominio público. Además de
la multa y la indemnización, imponía al Ayuntamiento que corrija inmediatamente el
vertido denunciado; que cumpla la obligación de disponer de un sistema de tratamiento
para las aguas residuales generadas en el municipio y la de adecuar su vertido a los
valores límites de emisión exigidos; y que apruebe una ordenanza municipal de verti-
dos a su red de colectores, al objeto de controlar los vertidos industriales a la red de
saneamiento, exigiendo el cumplimiento de los valores límites de emisión en ella
establecidos y regulando el correspondiente régimen disciplinario por los incumpli-
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mientos. Lo que el Ayuntamiento sancionado alegó en su defensa es que dada su
población (unos 1.300 habitante) no estaba obligado al tratamiento de aguas residuales.
La STS 1642/2024, de 16 de octubre (ECLI:ES:TS:2024:5003) mantiene la nulidad de
la resolución, como ya había hecho la sentencia de instancia, y declara como respuesta
a la cuestión con interés casacional que «ni la legislación estatal básica de régimen
local (arts. 25.2 y 26 LRBRL) ni la legislación sectorial estatal en materia de trata-
miento de aguas residuales urbanas (Real Decreto-Ley 11/1995, de 28 de diciembre,
por el que se establecen las normas aplicables al tratamiento de las aguas residuales
urbanas) contienen una atribución directa de competencia a los municipios de menos
de 2.000 habitantes para el establecimiento de un sistema de tratamiento de dichas
aguas, sin perjuicio de las que, en su caso, puedan asignarles las comunidades autó-
nomas en el ámbito de sus competencias».

INFRACCIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS COMETIDA POR
UN AYUNTAMIENTO POR ACCEDER SIN CONSENTIMIENTO AL
ORDENADOR ADSCRITO A UNA FUNCIONARIA

Ante la sospecha de que la interventora-tesorera municipal realizaba durante su
jornada laboral y con el ordenador suministrado por el Ayuntamiento trabajos ajenos
a sus funciones y para las que, además, era incompatible, la Alcaldesa de Algemesí
ordenó al departamento de informática que investigara dicho ordenador. Así se hizo,
sin conocimiento ni consentimiento previo de la inspeccionada por el responsable
informático que lo llevó a efecto con clave como administrador del sistema, sin nece-
sidad de acudir físicamente y obtuvo de «mis documentos» y del «escritorio» varias
carpetas de documentos sobre actividades privadas personales y profesionales que se
grabaron en un DVD. Después el Pleno acordó solicitar a la Dirección General de
Administración Local de la Comunidad Valenciana la incoación de procedimiento san-
cionador remitiendo, junto con otros documentos, el DVD no encriptado. Tras denun-
cia de la funcionaria, la AEPD dictó resolución en la que declaró que el Ayuntamiento
de Algemesí había vulnerado los arts. 6.1 y 9 LOPD de 1999 lo que estaba tipificado
como infracción grave en la misma LOPD. Interpuesto recurso por el Ayuntamiento,
la AN lo desestimó. Y contra su sentencia se interpone casación admitida con esta
cuestión de interés: si, en aplicación del artículo 6.1 LOPD/1999 (actual art. 6 de la
Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos
Digitales) se vulnera la normativa de protección de datos por el hecho de que el sujeto
infractor sea una Administración Pública o, por el contrario, se puede considerar fun-
dado el tratamiento de datos personales en cumplimiento de obligación legal, interés
público o ejercicio de poderes públicos, y si resulta razonable la proyección de la doc-
trina contenida en la STEDH Barbulescu 2, de 5 de septiembre de 2017, al ámbito del
empleo público y las garantías del procedimiento sancionador en el régimen discipli-
nario de los empleados públicos». La STS 1565/2024, de 7 de octubre (ECLI:ES:TS:
2024:4902), declara no haber lugar a la casación y responde a la cuestión de interés
casacional objetivo que «resulta razonable la proyección de la doctrina contenida en la
STEDH Barbulescu 2, de 5 de septiembre de 2017, al ámbito del empleo público, sin
perjuicio de que deban ser tomadas en consideración las especificidades del régimen
estatutario». De su razonamiento interesa destacar:
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Los empleados públicos tienen el mismo derecho fundamental a la protección
de datos personal que los trabajadores de una empresa privada respecto a su
empleador. Invoca el art. 14.j bis del TREBEP que consagra su derecho «a la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición», así
como el art. 87.1 de la Ley Orgánica 3/2028 de Protección de Datos Perso-
nales y Garantía de los Derechos Digitales: «Los trabajadores y los empleados
públicos tendrán derecho a la protección de su intimidad en el uso de los
dispositivos digitales puestos a su disposición por su empleador». La exis-
tencia de una sujeción especial del empleado público no altera en esencia esto.

El dato de que se tratara de un ordenador patrimonio de la Administración,
incluso de dominio público, no cambia la situación pues «una cosa es el régi-
men de uso de los bienes públicos (…) y otra distinta es que, so pretexto de
controlar o fiscalizar el uso del material informático, el Ayuntamiento pueda
incurrir en vulneración de los derechos de sus empleados y su expectativa
razonable de privacidad».

Tampoco es relevante el hecho de que, por previsión legal, no se imponga
sanción a los Ayuntamientos: eso no obsta a reconocer que hayan cometido
la infracción.

Aunque caben excepciones a la exigencia de consentimiento «para el cum-
plimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de pode-
res públicos conferidos al responsable del tratamiento», quien alega una de
esas excepciones «debe justificar su efectiva concurrencia».

Cabe concluir, aunque no lo diga así esta STS, que la acción del Ayuntamiento era
antijurídica en la misma medida en que lo habría sido si la hubiera realizado un emplea-
dor privado. Todo esto lleva a confirmar la SAN y, en suma, la resolución de la AEPD.
Pero nada dice esta STS, porque no era su objeto, sobre si la prueba obtenida con esa
inspección mediante acceso al ordenador es prueba ilícita que no podría ser tomada en
consideración en el correspondiente procedimiento disciplinario contra la funcionaria.

CULPABILIDAD

EXIMENTE POR AMPARARSE EN UNA INTERPRETACIÓN RAZONABLE
DE LAS NORMAS. CONEXIÓN CON LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA

El art. 179.2.d) LGT dice que no habrá responsabilidad por infracción tributaria
«cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones
tributarias. Entre otros supuestos, se entenderá que se ha puesto la diligencia nece-
saria cuando el obligado haya actuado amparándose en una interpretación razonable de
la norma…». La STS 1695/2024, de 29 de octubre (ECLI:ES:TS:2024:5204) justifica
y glosa esta eximente por falta de culpabilidad. Lo más interesante es que la conecta
con la presunción de inocencia de modo que «incumbe a la Administración (…) acre-
ditar que la conducta que trata de sancionar es culpable, declaración que debe ser
estricto objeto de una motivación singular y amplia, que huya de las fórmulas este-
reotipadas de empleo masivo que tan a menudo hemos conocido». En concreto, res-
pecto al juego de esta eximente, dice que «… no basta al órgano sancionador con ase-
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verar que la norma es clara, o no susceptible de interpretación diferente» y que «no
pesa sobre el expedientado un baldón que podría denominarse presunción de culpabi-
lidad y que deba desvirtuar promoviendo a posteriori una interpretación razonable de
la norma…». Lo reitera la STS 2019/2024, de 19 de diciembre (ECLI:ES:TS:
2024:6290). Sobre esta misma eximente y negando su concurrencia por entender que
la interpretación sostenida por la recurrente no puede reputarse como razonable, STS
1328/2024, de 18 de julio (ECLI:ES:TS:2024:3918).

CONCURSO DE INFRACCIONES. CONCURSO DE NORMAS
PUNITIVAS. NON BIS IN IDEM

HECHOS RELACIONADOS, AUNQUE DISTINTOS: FRAUDE FISCAL EN
DISTINTOS EJERCICIOS

A raíz de una inspección fiscal a la empresa Dranken Van Eetvelde, dedicada al
comercio mayorista y minorista de bebidas, la Administración tributaria belga deter-
minó que esta había cometido diversas infracciones en materia de IVA relativas al
ejercicio fiscal de 2011. Por tal motivo, se le impuso una liquidación complementaria
de IVA, así como dos sanciones de multa. Al mismo tiempo, esta sociedad fue objeto
de un procedimiento penal por determinados delitos cometidos entre 2012 y 2014, por
los que resultó finalmente condenada. Aunque se trataba de dos procedimientos dis-
tintos, en ambos casos los hechos eran materialmente idénticos, solo que referidos a
ejercicios fiscales sucesivos (si bien, en el ámbito penal, se calificaron como delito
continuado con unidad de propósito), lo que genera dudas sobre la posible afectación
al principio non bis in idem.

La STJUE de 12 de diciembre de 2024, Dranken Van Eetvelde, as. C-331/23
(ECLI:EU:C:2024:1027), rechaza, sin embargo, que dicho principio se vea afectado en
un caso como este. Recuerda la sentencia que «La aplicación del principio non bis in
idem se supedita a un doble requisito: por una parte, que exista una resolución anterior
firme (requisito del «bis») y, por otra parte, que la resolución anterior y los procedi-
mientos o resoluciones posteriores tengan por objeto los mismos hechos (requisito
del «idem»)» (ap. 50). Y, en relación con el requisito del «idem», señala también que
«es jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia que el criterio pertinente para
apreciar la existencia de la misma infracción es el de la identidad de los hechos mate-
riales, entendido como la existencia de un conjunto de circunstancias concretas indi-
solublemente ligadas entre sí que han dado lugar a la absolución o a la condena defi-
nitiva de la persona de que se trate» (ap. 51). Atendiendo a esta exigencia de que los
hechos materiales sean idénticos, se deduce, en sentido contrario que «el principio
non bis in idem no resulta aplicable cuando los hechos de que se trate no sean idénticos,
sino solo similares. En efecto, la identidad de los hechos materiales se entiende como
un conjunto de circunstancias concretas derivadas de acontecimientos que son, en
esencia, los mismos, en la medida en que implican al mismo autor y están indisocia-
blemente ligados entre sí en el tiempo y en el espacio» (ap. 53).

El principio non bis in idem no resulta aplicable cuando los hechos de que se trate
no sean idénticos, sino solo similares
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Sobre la base de estas consideraciones, la sentencia indica que, en el caso enjui-
ciado, la sanción penal versaba un fraude del IVA cometido en los ejercicios fiscales
de 2012 a 2014, mientras que el procedimiento administrativo versaba sobre un fraude
del IVA cometido en el ejercicio fiscal 2011. «Así pues, incluso aunque hubiera que
considerar que, en todos esos ejercicios fiscales, la citada sociedad participó en el
establecimiento de un mismo sistema de fraude del IVA, no es menos cierto que el
procedimiento penal y el procedimiento administrativo se refieren a períodos fiscales
diferentes» (ap. 54), de lo que se deduce «que los hechos relativos al procedimiento
administrativo controvertido en el litigio principal y los que fueron objeto del proce-
dimiento penal no son idénticos, de modo que no concurre el requisito del «idem». Por
consiguiente, el principio non bis in idem no es aplicable en el presente asunto» (ap.
56).

EL NON BIS IN IDEM NO SE OPONE A LA TRAMITACIÓN DE UN NUEVO
PROCEDIMIENTO CONTRA EL MISMO SUJETO Y POR LOS MISMOS
HECHOS CUANDO LA PRIMERA RESOLUCIÓN HA SIDO ANULADA POR
MOTIVOS DE FORMA

Varias empresas fueron sancionadas como autoras de una infracción en materia de
defensa de la competencia por prácticas colusorias en el mercado de los redondos de
hormigón. Esta primera sanción fue anulada por haberse tramitado de conformidad con
las reglas de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) en un momento
en que esta Comunidad ya había sido extinguida. Tras la tramitación de un segundo
procedimiento, se impuso una nueva resolución sancionadora que también fue anulada
por no haberse respetado las normas de procedimiento establecidas en el Reglamento
1/2003 (a pesar de que el procedimiento se había iniciado antes de la entrada en vigor
de este último). Finalmente, y tras la tramitación de un tercer procedimiento, la Comi-
sión volvió a adoptar una decisión imponiendo una sanción a los mismos sujetos y por
los mismos hechos.

En el n.o 232 de esta Crónica dimos cuenta de varias sentencias del Tribunal
General que rechazaron que la tramitación de estos tres procedimientos sancionadores
sucesivos, por los mismos hechos y contra los mismos sujetos, vulnerase el principio
non bis in idem. En concreto, así lo sostuvieron las dos STG de 9 de noviembre de
2022, Ferriere Nord/Comisión, T-667/19 (ECLI:EU:T:2022:692), aps. 328-334, y
Feralpi/Comisión, as. T-657/19 (ECLI:EU:T:2022:691), aps. 304-312.

Tras haber sido objeto de recurso de casación, la STJUE de 4 de octubre de 2024,
Ferriere Nord/Comisión, as. C-31/23 (ECLI:EU:C:2024:851), confirma la interpreta-
ción mantenida por el Tribunal General. La sentencia comienza afirmando que «este
principio prohíbe, en materia de competencia, que se condene o se inicie un nuevo
procedimiento sancionador contra una empresa por un comportamiento contrario a la
competencia a causa del cual ya ha sido sancionada o del que se la ha declarado no
responsable mediante una decisión anterior que ya no puede ser objeto de recurso»
(ap. 223). Y aclara que lo anterior debe entenderse en el sentido de que «el principio
non bis in idem solo prohíbe una nueva apreciación sobre el fondo de la existencia de
la infracción, que tendría como consecuencia, o bien la imposición de una segunda
sanción, añadida a la primera, en el supuesto de que se estimara de nuevo la existencia
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de responsabilidad, o bien de una primera sanción, en el supuesto de que una segunda
decisión declarase dicha responsabilidad, después de que la primera la hubiera
excluido» (ap. 226). Es decir, «el principio non bis in idem solo puede ser vulnerado si
ya existe una resolución firme sobre el fondo del asunto» (ap. 228). Sin embargo,
cuando se anula judicialmente la resolución firme, esta deja de existir. En consecuen-
cia, «la reanudación de un procedimiento en materia de aplicación de las normas de
competencia de la Unión, tras la anulación de una primera decisión que pone fin a dicho
procedimiento, no da lugar a una acumulación de procedimientos» (ap. 229) y, por lo
tanto, no se produce la vulneración del principio non bis in idem.

EXTENSIÓN DE LA SANCIÓN PROCEDENTE.
PROPORCIONALIDAD

EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EXIGE QUE EXISTA UN
MARGEN PARA LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN

Las autoridades búlgaras detectaron la circulación por una autovía incluida en la
red viaria de peaje del país de un vehículo pesado, perteneciente a la empresa Ekos-
troy, que había pagado un importe de 0,08 euros por km cuando, atendiendo a su tone-
laje, debía haber pagado un peaje de 0,16 euros por km. Por dicha infracción, y mediante
un acto electrónico, la Agencia de Infraestructuras de Carreteras — API, impuso a
Ekostroy una sanción pecuniaria de 2.500 BGN, cantidad que venía fijada exactamente
en dicha cuantía por el artículo 73.3.b) de la Ley de Circulación búlgara para la comisión
de este tipo de infracciones. Este régimen sancionador nacional se estableció en cum-
plimiento del mandato contenido en la Directiva 1999/62/CE, relativa a la aplicación
de gravámenes a los vehículos pesados de transporte de mercancías por la utilización
de determinadas infraestructuras, que imponía a los Estados miembros la habitual
obligación de tomar todas las medidas necesarias para garantizar su aplicación, recor-
dando que «las sanciones establecidas deberán ser eficaces, proporcionadas y disua-
sorias».

La STJUE de 21 de noviembre de 2024, Еkоstroy, as. C-61/23 (ECLI:EU:C:
2024:974), como otros muchos pronunciamientos de los que hemos dado cuenta en
estas crónicas, vuelve a pronunciarse sobre el alcance de la exigencia de proporcio-
nalidad que impone el Derecho de la Unión a los Estados miembros en estos casos.
Como en otras ocasiones, el TJUE parte de que «en caso de no existir una armonización
de la normativa de la Unión en el ámbito de las sanciones aplicables por el incumpli-
miento de las condiciones previstas en un régimen establecido por dicha normativa,
los Estados miembros son competentes para establecer las sanciones que consideren
adecuadas. No obstante, están obligados a ejercer esta competencia respetando el
Derecho de la Unión y sus principios generales (…). El principio de proporcionalidad
forma parte de los principios generales del Derecho de la Unión que debe respetar una
normativa nacional que esté incluida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión
o que lo aplique, también en caso de que no exista una armonización de la legislación
de la Unión en el ámbito de las sanciones aplicables» (aps. 41-42).

En relación con el contenido de este principio, el TJUE considera que «el principio
de proporcionalidad se impone a los Estados miembros no solamente en lo que res-
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Esta obra reúne, en forma de crónicas jurisprudenciales, una selección 
de sentencias recientes que perfilan los contornos del Derecho Adminis-
trativo Sancionador. A través del análisis de resoluciones relevantes del 
Tribunal Supremo, Constitucional, Audiencia Nacional y TJUE, se abordan 
con claridad los principales ejes materiales y procesales del régimen 
sancionador: tipicidad, culpabilidad, proporcionalidad, prescripción, non 
bis in idem, procedimiento y control judicial.
La presentación temática y cronológica de los casos permite apreciar 
la evolución de la jurisprudencia, los criterios consolidados y los giros 
interpretativos más significativos. Una herramienta rigurosa y útil tanto 
para la práctica jurídica como para el estudio académico.




